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[bookmark: _gjdgxs]
Introducción

Las relaciones contractuales del derecho comercial internacional son importantes para el crecimiento de los diferentes países, y específicamente de los comerciantes. El crecimiento, la transformación crea nuevas figuras contractuales, y de la misma forma el derecho evoluciona en razón a las necesidades y exigencias de la transnacionalización y la globalización. 
El avance del derecho destaca la figura del arbitraje internacional como un mecanismo de solución a los conflictos suscitados en las relaciones contractuales. Este instrumento de regulación de controversias es uno de los más utilizados, ya que facilita el acceso a la justicia con el objetivo de no recurrir a las diferentes jurisdicciones nacionales, puesto que esta herramienta contiene una serie de características que ayudan al desenvolvimiento de los problemas que puedan llegar a surgir bajo este escenario; pero dada la escasa uniformidad que existe en el derecho comercial internacional, los diferentes mecanismos puestos a disposición de la solución de controversias y específicamente de tribunales de arbitraje, deben interactuar frente a una serie de vacíos e inconsistencias de interpretación jurídica. 
Así pues, en este orden de ideas se puede colegir que el problema de investigación existe cuando el negocio jurídico celebrado entre comerciantes pacta un convenio de arbitraje, luego se generan conflictos jurídicos entre las partes y a su vez se hace necesario extender el pacto a un individuo no signatario, sin que este último haya firmado disposición alguna en el contrato y las partes que conformaron la relación contractual.  
Ahora bien, la Ley de arbitraje internacional colombiana “Ley 1563 de 2012”, señala que el pacto arbitral vincula a las partes dentro del mismo, dejando un interrogante al no estipular claramente la incorporación de no signatarios dentro del convenio, asimismo, dejando a la libre interpretación la vinculación de estos no signatarios, sin que la norma positiva regule dicha disposición. En este sentido, y para dar respuesta al problema anteriormente descrito, se ha planteado como pregunta de investigación: ¿Cuál es el criterio jurídico que genera la atracción dentro de determinada relación contractual a un no signatario, llevando a este a adherirse al pacto arbitral internacional para la solución del conflicto? 
[bookmark: _30j0zll]En atención a la pregunta de investigación se ha propuesto como hipótesis de la investigación qué: Los criterios jurídicos para determinar la atracción de no signatarios al pacto arbitral en Colombia tienen su interpretación comercial y jurídica en el iter contractual, el cual puede atraer a una parte no signataria para que responda ante los tribunales arbitrales con el fin de llegar a resolver las controversias derivadas de las relaciones contractuales entre comerciantes. 
Con el fin de hacer una correcta sistematización de la pregunta de investigación, se ha propuesto como objetivo general de la investigación determinar cuál es el criterio jurídico que genera la atracción de un no signatario llevándolo a la adhesión del pacto arbitral internacional para la solución del conflicto. De la misma forma, se han planteado tres diferentes objetivos específicos, los cuales, se irán desarrollando a la largo de cada uno de los diferentes capítulos.
 En este sentido, el primer objetivo específico es realizar un reconocimiento del plano normativo, histórico y doctrinal sobre la extensión del convenio arbitral en materia internacional a terceros no signatarios. Este capítulo, se llevará a cabo mediante la realización de un marco normativo y jurídico que contemple los instrumentos normativos nacionales, con el fin de observar cómo se contempla la atracción de no signatarios en el ámbito Nacional. 
El segundo objetivo específico de la investigación pretenderá analizar los conceptos inmersos dentro del pacto arbitral y asimismo delimitar las teorías que orbiten alrededor de la extensión del pacto arbitral a terceros no signatarios. Para el desarrollo de este objetivo de investigación, se tendrá en cuenta las posturas doctrinales sobre la extensión del pacto arbitral a no signatarios dentro del convenio, asimismo se analizará la teoría que se desenvuelve en este campo.
 El tercer objetivo específico será examinar mediante las posturas de expertos en el tema, los criterios y la argumentación dirigida a la extensión del pacto arbitral en materia internacional.  Así como el estudio de caso, con el fin de llegar a observar los procesos que atraen jurídicamente a terceros no signatarios Este objetivo tendrá un debate de los doctrinantes que han trabajado el tema en cuestión, analizando las posibles soluciones desde la perspectiva teórica a lo largo de la investigación. Es pertinente resaltar, que este objetivo específico, estará dedicado a la validación cualitativa de la hipótesis planteada en párrafos anteriores y que de los resultados encontrados en este escenario se concluirá finalmente. 
El desarrollo metodológico de la investigación tendrá un enfoque cualitativo, ya que se basará en la observación y posterior interpretación de fuentes doctrinales y normativas. Aunado a lo anterior, el tipo de investigación que se desarrollará en el trabajo tiene un alcance explicativo y documental. Seguidamente se estructurará el análisis de los resultados mostrando los hallazgos del estudio y realizando una discusión alrededor de los mismos. Entre tanto, el método de investigación utilizado será el análisis y la síntesis de la información relacionada. Por último, la herramienta usada fue consulta en bases de datos.  
Concluyendo este apartado, se quiso destacar la importancia académica de esta investigación, ya que los conceptos y teorías aquí expuestas son relevantes para el conocimiento jurídico, porque desarrolla un tema contemporáneo y actual, tratándose de los vacíos de interpretación jurídica en el ámbito del derecho comercial internacional, teniendo un valor social agregado debido a que la extensión de los convenios es un eje que se puede llegar a encontrar en muchos de los negocios jurídicos realizados por comerciantes colombianos. Por su parte, el impacto que contiene esta investigación, radica en la necesidad de tener presente quienes participan dentro de las relaciones jurídicas comerciales haciendo parte importante del iter
contractual, sin que estas partes necesariamente hallan puesto firmas o participado directamente dentro de los negocios jurídicos. Es por esto, que el estudio de este tema es valioso para los juristas en esta área y toda aquella persona que desempeñe el comercio.
[bookmark: _1fob9te]











Capítulo I: Aspectos evolutivos del arbitraje extensivo a no signatarios
Con el fin de hacer un adecuado contexto del problema de investigación, el presente capítulo tendrá tres ítems a desarrollar. En un primer momento, se hará una recopilación de los antecedentes históricos que tengan relación con el tema del arbitraje, en tal sentido, este capítulo tendrá un estudio histórico- lógico, el cual es necesario para comprender la génesis del arbitraje y el porqué de su creación y posterior aplicación a los sistemas jurídicos contemporáneos. Así como una recopilación, de los componentes jurídicos que abarcan el tema del arbitraje y la extensión a terceros no signatarios, identificando los conceptos jurídicos que nacen de este tema. Haciendo un estudio de leyes, normas, decretos, laudos y derecho comparado que permitan ayudar a entender la figura del laudo arbitral.
En el segundo estadio que compone este capítulo, se desarrollará la línea referencial de la investigación, la cual servirá de armazón para la conceptualización de la pregunta de investigación. Ahora, en este apartado se estudiarán los diferentes componentes doctrinales que tengan una posición y respalden teóricamente la investigación, esto, se llevará a cabo analizando los vacíos, alcances y soluciones que los autores resalten sobre el tema, todo esto con el fin de llegar a crear una fisura epistémica y proponer soluciones, ideas, variantes y reflexiones de fondo. 
A. [bookmark: _3znysh7]Antecedentes del arbitraje internacional 
Frente a la aparición del arbitraje, es necesario indicar que es un derecho fundamental de los ciudadanos, el cual ha tomado una importancia como institución jurídica en el derecho contemporáneo, del que se desprenden diferentes estudios, análisis y controversias, en relación a que este mecanismo, es tal vez uno de los instrumentos más eficientes a la hora de dirimir conflictos, es importante manifestar que desde los inicios de las asociaciones de comerciantes en el Siglo V hasta finales de los siglos IX y X , los hombres de negocios, de comercio buscaban entre ellos dar soluciones a las distintas querellas, quejas o problemas, ante el vacío sustancial y procedimental de los Estados, está claro  y así lo ha dejado consignado distintos historiadores y juristas que los orígenes del arbitraje, vienen desde la época de la antigua Roma. Es importante manifestar que, en los últimos cincuenta años, se ha consolidado un cambio y una evolución que hace del arbitraje una eficaz alternativa de resolución de conflictos, ya que esta se inscribe en el espíritu de esta época que tiene entre sus principios la celeridad, flexibilidad y confidencialidad. 
El primer hecho histórico del arbitraje en Colombia es la Ley 105 de 1890, “sobre reformas a los procedimientos judiciales, reguló específicamente el Juicio Por Arbitramento en su título XIX, el artículo 307” (Ley 105, 1890), afirmaba que pueden someterse a resolución de árbitros aquellos conflictos entre personas con facultades para transigir, indicando a su vez, “que el arbitraje podía adoptarse antes o después de que los involucrados dieran comienzo a un pleito sobre las diferencias y una vez adoptado, se procedería como se expresaba en el título antes señalado” (Pineda, 2017, p. 24).
Para el año de 1970 “Se incorporó el decreto 1400 de 1970 del Código de Procedimiento Civil y se incluyó en los mismos términos en el decreto 410 de 1971 del Código de Comercio, en los artículos 2011 a 2025” (Maldonado & Montaña, 2017, p. 126). 

La Ley 23 de 1991 se promulgó antes que la Constitución de 1991, esta Ley generó una directriz que contiene el espíritu de los nuevos tiempos las exigencias y retos que plantea la sociedad y la historia: despachos judiciales congestionados bajo la égida de la Constitución de 1886 hallarían pronta respuesta y solución en la figura del arbitraje contenida en la clasificación de Mecanismos Alternativos de Solución de Conflictos (MASC), el cual ha cumplido un papel importantísimo para asegurar equidad, celeridad, flexibilidad, derecho, legalidad y justicia dentro de los distintos procesos jurídicos en Colombia.
Por último, se promulgó Ley 1563 de 2012, la cual desarrolla los lineamientos sobre el arbitraje nacional e internacional, “dándole la autonomía que desde sus primeras regulaciones había presentado, y, de alguna manera acogiéndose más fuertemente al desarrollo de la constitución económica, que busca agilizar la economía orientada a la obtención del mayor número de recursos de cara al correcto cumplimiento de las garantías sociales previstas en la Constitución de 1991” (Maldonado & Montaña, 2017, p.128).
La importancia del principio de la voluntad, o de la autonomía privada tiene una estrecha relación con la teoría de la relatividad de los negocios jurídicos, de esta forma, las partes acuden a un tercero (árbitro), para zanjar la controversia el cual la solucionará de manera concluyente, configurándose así el deber ser de la autonomía de la voluntad. En este sentido, la voluntad de las partes se consigna en la cláusula arbitral o compromisoria, en la que dichas partes estipulan que, de surgir controversias entre ellos, se solventará a través del arbitraje. De esta forma, la cláusula arbitral se transforma en una especie independiente, la cual estará estrechamente relacionada con el contrato principal que la soporta.
B. [bookmark: _2et92p0]Evolución del arbitraje en Colombia
Ante la necesidad de contextualizar el problema de investigación planteado en el inicio y con el fin de comprender las realidades sociales y jurídicas que se desprenden de dicho planteamiento, es necesario llevar un proceso de identificación, estudio y análisis de aplicación de atracción a no signatarios dentro del pacto arbitral. Hechas las consideraciones anteriores, es imprescindible estudiar las normas, textos jurídicos y jurisprudenciales, con el fin de llevar a cabo el referido proceso. De esta forma, se logrará entender adecuadamente la situación problémica de la que se parte. 
La Constitución Política de Colombia es el primer elemento normativo, piedra angular de la normatividad del país. Asimismo, es importante consultar y analizar los artículos contenidos en este texto jurídico que puedan tener una idea general en torno al tema del arbitraje. 
Las líneas jurídicas de la Carta Política, tienen una relación cercana con el tema del arbitraje, en ellas se halla el libre acceso a la justicia, resaltado en el “artículo 229 Constitución Política de Colombia, 1991”, el cual, tiene como propósito buscar la facilitación para la solución de los conflictos por vías alternas a la justicia ordinaria, con el fin de descongestionar los despachos judiciales, brindando una seguridad jurídica eficaz, obteniendo un fallo ajustado en derecho. Ante lo expuesto, es preciso señalar que muchas personas con el fin de evitar largos pleitos en los despachos judiciales en Colombia han buscado mecanismos alternativos de solución de conflictos, entre los cuales está el arbitraje, siendo 
una figura bastante utilizada en la actualidad. Es pertinente afirmar, que el tema de la atracción de no signatarios a procesos contractuales derivados de los conflictos surgidos en el marco del derecho comercial aborda temas complejos, ante lo cual surge la necesidad de ser analizados y trabajados por árbitros expertos y que tengan conocimiento en la materia. Este escenario identifica la importancia del “artículo 116 de la Constitución Política”, en el que consagra que los particulares, transitoriamente, puedan administrar justicia. En atención a este artículo, es posible afirmar que al dejar en manos de particulares la administración de justicia, esta puede converger en fallos más ajustados en cuanto a temas más específicos, pues, los particulares que sirvan como falladores pueden estar especializados en el tema sobre el cual se quiere resolver el conflicto. 
Es importante hacer claridad en cuanto al concepto de la justicia administrada por particulares desprendida del artículo 13 de la Constitución Política de Colombia, que se refiere al derecho a la igualdad, pues los fallos nacidos de “el uso de los mecanismos alternativos de solución de conflictos, el resultado debe ser el mismo, es decir, la obtención de un acuerdo, laudo o sentencia que ponga fin a la situación y ofrezca seguridad jurídica” (Maldonado & Montaña, 2017, p. 13), por lo cual, se entiende que también sería de aplicación lo que la Constitución afirma en el primer inciso del artículo 209: “la función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad,  moralidad, eficacia, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones” (Congreso de la República, 1991, p. 49).
En este mismo hilo, la “Ley 1285 de 2009”, reitera la facultad en la cual “los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la condición de conciliadores o en la de árbitros debidamente habilitados por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad” (Gómez, 2013, p. 11). Ley que posteriormente se alinea con la 1563 de 2012, texto que resulta necesario estudiar a profundidad, ya que puede ayudar al proceso de contextualización del problema de investigación con el fin de llegar a entender los criterios jurídicos aplicados a nivel nacional para la atracción de no firmantes dentro del pacto arbitral. 
Expuesto lo anterior, las sentencias que profieran los árbitros designados para fallar en esta justicia reciben el calificativo de laudo arbitral, como lo define la Ley 1563 de 2012 en el artículo 1:
el tribunal de arbitraje, este laudo puede ser en derecho, equidad o técnico, en los tribunales en que intervenga una entidad pública o quien desempeñe funciones administrativas, si las controversias han surgido por causa o con ocasión de la celebración, desarrollo, ejecución, interpretación, terminación y liquidación de contratos estatales, incluyendo las consecuencias económicas de los actos administrativos expedidos en ejercicio de facultades excepcionales, el laudo deberá proferirse en derecho. (Congreso de la República, 2012, p. 1)
En el mismo sentido, la “Ley 1563 de 2012 art. 3”, define el pacto arbitral como un negocio jurídico en el que las partes se comprometen a resolver sus diferencias ante un tribunal de arbitraje, renunciando a sus pretensiones ante los jueces (Congreso de la República, 2012, p.2). Sumado a esto, el Estatuto consagra que dentro del pacto arbitral existe una cláusula compromisoria, por esta razón, la “Ley 1563 de 2012 art. 4” indica que esta:
podrá formar parte de un contrato o constar en documento separado inequívocamente referido a él. La cláusula compromisoria que se pacte en documento separado del contrato, para producir efectos jurídicos deberá expresar el nombre de las partes e indicar en forma precisa el contrato a que se refiere. (Congreso de la República, 2012, p. 2)
La “Ley 1563 de 2012 art. 5” resalta algo fundamental, “la decisión del tribunal será conducente, aunque el contrato sea inexistente, ineficaz o inválido. La cesión de un contrato que contenga pacto arbitral, comporta la cesión de la cláusula compromisoria” (Congreso de la República, 2012, p. 2).
Una vez delimitado el concepto de pacto arbitral, el cual se ampliará en capítulo aparte, es preciso analizar la integración del contradictorio y terceros contenidos en la relación jurídica procesal colombiana. El análisis a la incorporación de terceros a procesos judiciales es importante para observar cómo en el país se integra el contradictorio, y cuales figuras surgen, en este escenario. Aunado a lo anterior, la “Ley 1563 de 2012, art. 36” indica los momentos en los que, “el laudo haya de generar efectos de cosa juzgada para personas que no estipularon el pacto arbitral, el tribunal ordenará la citación personal de todas ellas para que manifiesten si adhieren o no al pacto” (Congreso de la República, 2012, p. 11), decisión que deberán expresar dentro de los 5 días siguientes a la notificación personal de la providencia que ordena la citación. Si resulta que las partes citadas para la inclusión en el pacto no desean hacerlo, el tribunal decreta culminados los efectos del acuerdo para dicho conflicto a las partes que no se adhieran, además, versa en la norma que igual pronunciamiento se hará cuando no se logre notificar a los citados.. 
[bookmark: tyjcwt]En lo concerniente a la participación de “otras partes y terceros” el artículo 37 de la mencionada Ley expone una clasificación para el proceso arbitral, descritas a continuación: “la intervención en el proceso arbitral del llamado en garantía, del denunciado en el pleito, del interviniente excluyente y demás partes”, al tenor de la norma, el segundo inciso consagra que: “tratándose de interviniente excluyente que no haya suscrito el pacto arbitral, su demanda implica la adhesión al pacto suscrito entre las partes iniciales” y continúa haciendo una precisión en el inciso 3 de la siguiente manera: “en los casos de llamamiento en garantía y de denuncia del pleito, la existencia del pacto arbitral también podrá probarse conforme a lo previsto en el parágrafo del artículo 3”, si es coadyuvante o llamado de oficio, su participación será regulada por la Ley 1564 de 2012, de esta manera, el tribunal acudirá a la norma respectiva y si no ha cancelado el valor que la Ley le asigna, esto le impedirá que pueda ser partícipe en el proceso. (Congreso de la República, 2012, p. 11)
Realizando un análisis de lo expresado por la Ley de Arbitraje Nacional e Internacional colombiana, se puede afirmar que el texto reconoce diferentes tipos de “terceros”, haciendo la salvedad que no se registra terminología alguna concerniente a no signatarios. Así mismo, es importante resaltar que el texto normativo habla de adhesión, pero enfatizando dicha adhesión a la voluntad de los “terceros” o de las partes y por último debe destacarse que la facultad vinculante dentro del pacto no se entiende de obligatorio acatamiento, sino una elección entre “terceros” y partes. Esta aclaración, resulta importante puesto que dentro del estudio comparado de dicha norma y textos de carácter internacional se evidenciará la causalidad de cada una y así mismo la complejidad de los vacíos que pueden llegar a estar presentes en las prácticas que se desarrollan en el arbitraje comercial internacional.
Por su parte el “Código General del Proceso” posee una terminología de aquellas personas que pueden tener una relación dentro del iter contractual, y que en determinado momento pueden llegar a integrar el contradictorio. Lo anterior refiriéndose a los litisconsorcios y el llamado en garantía. Esta afirmación remite a la “Ley 1564 de 2012 art. 61” el cual indica que cuando en el proceso se deba resolver de una manera uniforme, “la demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto que admite la demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a quienes falten para integrar el contradictorio” (Congreso de la República, 2012, p. 25), en este sentido, se puede interpretar que el litisconsorcio se integra con la asistencia de los individuos con algún interés en el objeto de la litis o que terciaron en ese hecho concretamente. Así las cosas, se puede plantear que un no signatario que haya intervenido en los hechos que son objeto de la controversia ¿qué posición puede llegar a tomar dentro de la relación jurídica procesal? Claro que este planteamiento es abstracto y se presenta para la reflexión. 
La segunda clasificación de la “Ley 1564 de 2012 art. 62” hace referencia a los litisconsortes cuasinecesarios, indicando:
podrán intervenir en un proceso como litisconsortes de una parte y con las mismas facultades de esta quienes sean titulares de una determinada relación sustancial a la cual se extiendan los efectos jurídicos de la sentencia, y que por ello estaban legitimados para demandar o ser demandados en el proceso. (Congreso de la República, 2012, p. 25)
 En este escenario, es ineludible analizar este planteamiento, pues al ser titular de la relación o extenderse los efectos jurídicos a determinado sujeto no signatario, este quedaría íntimamente ligado en el plano procesal a llegar a adherirse. 
Por último, en la clasificación ofrecida por este Código “Ley 1564 de 2012 art. 64” se encuentra el individuo al cual se le hace un llamamiento en garantía, en este, el texto jurídico afirma que la afectación o participación dentro del proceso respecto de este llamamiento se dirige al sujeto que demuestre: “tener derecho legal o contractual a exigir de otro la indemnización del perjuicio que llegare a sufrir o el reembolso total o parcial del pago que tuviere que hacer como resultado de la sentencia que se dicte en el proceso” (Congreso de la República, 2012, p. 25). En este orden de ideas, Gómez (2013) indica que:
en estos casos la relación jurídica que da origen a la controversia está compuesta de dos o más personas, y la decisión que se tome por parte del juez tendrá efectos para todas ellas. La pregunta que se plantea es si hay forma de atraer a un litisconsorte necesario no signatario del pacto arbitral al proceso. (p. 10)
Consecuencialmente, para responder los interrogantes planteados dentro de esta sección, será preciso examinar las soluciones en los siguientes apartados de este trabajo de investigación. 
Esta última clasificación, podría ser la que mejor se acomode a la atracción del pacto arbitral de no signatarios para el caso colombiano, en el contexto que la simbología intenta describir, sin embargo, se ha podido observar, las delimitaciones en el escenario jurídico colombiano, la expresión de los no firmantes con lleva una laguna, que, deberá ser manejado y subsanado por los instrumentos de carácter internacional, no sin antes llegar a estudiar el plano jurisprudencial, esto, con el fin de poder observar si con la evolución en materia jurisprudencial, dirigida hacia el vacío de los no firmantes y su atracción se puede llegar a responder el interrogante hecho en la parte introductoria de esta investigación.
C. [bookmark: _3dy6vkm]El arbitraje y la atracción a no signatarios.
Este título al igual que el anterior, contiene la labor de contextualizar el problema de investigación plasmado en las primeras hojas de este trabajo, es relevante indicar que la línea de referentes de investigación, es la base teórica de la cual se puede identificar la o las posibles soluciones al problema de investigación, pues, en este apartado se podrán encontrar los vacíos, alcances y propuestas que giran en torno al tema de estudio. Esto, se trabajará mediante la modalidad de investigación documental, haciendo un estudio correlacional y transversal de todas las fuentes y referencias de investigación.
El objeto de estudio será desarrollado en este título, se estudiarán los vacíos, alcances y propuestas contenidas dentro de los referentes de investigación recopilados, analizando desde que dimensiones se ha abordado este tema y que autores son los que han trabajado este concepto, con el fin de llegar a focalizar los puntos de encuentro referenciales del trabajo y generando una ruptura epistémica de la investigación.
En primer lugar, es imperativo revisar cuales son las necesidades que plantea la figura del arbitraje y su deber ser como mecanismo para la resolución de conflictos, que exige que el convenio arbitral satisfaga la forma compleja y diversa de los contratos y los retos que la tecnología y el crecimiento global presentan en la actualidad. Con lo cual, Palacios, 2014 afirma:
la extensión deberá exigirse un cuidadoso análisis de los hechos y de todas las circunstancias que rodean al caso, así como de las conductas desarrolladas por las partes involucradas que permita descubrir consentimientos implícitos por parte de los no signatarios. Es por todo esto, que el tratamiento más apropiado a la extensión debería tratarse como una excepción a los principios que rigen los contratos en general. (p. 21)
En virtud de lo anterior, deben analizarse unos requerimientos que regulen los acuerdos arbitrales nacional e internacionalmente, identificando y definiendo las partes, los efectos y alcances de la extensión del convenio a terceros que no hayan registrado formalmente determinado contrato. En este sentido, cobra especial relevancia que los pleitos entre varias partes y no solo entre dos, se presentan en la actualidad de manera frecuente principalmente, en el arbitraje comercial internacional.
Cada legislación usa distintos referentes en cuanto a la extensión de la cláusula arbitral a terceros, así mismo, es frecuente que en esta área del derecho se acuerden cláusulas arbitrales, que se replican en la totalidad de los contratos relacionados, o solo unos de estos comprenden estas cláusulas y otros no. Por su parte las operaciones mercantiles, “complica la bondad de la cláusula arbitral: garantes, subrogados, representantes aparentes, matrices/filiales” (Aguilar, 2001, p. 57).
 De este modo, se evidencia el contexto contractual del arbitraje “multipartito” desde sus diferentes variables, destacando los supuestos, exigencias, fortalezas y debilidades de adoptar las teorías de la práctica o que la doctrina propone. Dicha existencia de teorías aplicables a la práctica se centra “en determinar los criterios y demás condiciones que permiten extender un pacto arbitral a quienes no son sus signatarios; es decir, a aquellos que, sin ser cobijados aparente o formalmente por el respectivo pacto arbitral” (Talero, 2011, p. 14)
El concepto de no signatario, como lo sugiere su denominación parte de la idea de que los no firmantes no han registrado el pacto arbitral. sin embargo, pueden llegar a quedar cobijados por dicho pacto en diversas circunstancias. Arango (2010) sostiene que:
una de las problemáticas que actualmente se presenta en el arbitraje internacional es la extensión del pacto arbitral a los no signatarios A partir del entendimiento del pacto arbitral como un contrato o convención, es posible dar aplicación a principios de la teoría general de los contratos, tales como el del efecto relativo de los mismos, y el de la oponibilidad de contratos a terceros, los cuales permiten una aproximación más rigurosa frente al particular. (p. 2)
No obstante, existen diversas soluciones doctrinales que abarca la literatura de las teorías basadas en la atracción de no signatarios al pacto arbitral, que contribuyen a la flexibilización del derecho, que son: “estoppel”, “levantamiento del velo corporativo”, “cadenas contractuales” y “grupos de sociedades”. En este sentido, se generan obstáculos para los árbitros al resolver asuntos como la extensión del pacto arbitral a los no signatarios, ya que deberán resolver inconvenientes cuando no exista una norma como faro para zanjar los conflictos frente a este aspecto. De esa forma, no se encaminaría el problema de la atracción de los no firmantes a una regla en particular, sino que, para cada caso en específico se tendría una solución diferente. Enfocándose en la siguiente teoría, Aguilar (2009) señala:
los grupos de sociedades, es frecuente que sociedades del grupo que no han firmado un contrato internacional participen en su negociación, ejecución y/o terminación. En el supuesto de incluir dicho contrato una cláusula arbitral, se plantea la duda de si tales sociedades van a resultar afectadas por la misma, esto es, si pueden demandar o, en su caso, ser demandadas en arbitraje (p. 5).
[bookmark: _1t3h5sf]La tratadista también destaca que “los efectos de la cláusula arbitral se extienden a las sociedades del grupo no firmantes del contrato” (Aguilar, 2009, p. 5).
El avance de la la tecnología, ha hecho que la relación tiempo espacio se transforme, las plataformas digitales logran que personas de todo el mundo se conecten en tiempo real lo que genera que el comercio aumente sus relaciones y que exista la necesidad de una evolución de la hermenéutica jurídica, que logre interpretar y traducir las circunstancias nuevas que traen los tiempos actuales; para algunos doctrinantes y estudiosos del derecho hay instituciones jurídicas que se van quedando relegadas o peor aún se hacen obsoletas o insuficientes frente a los requerimientos que imponen las nuevas realidades sociales, económicas o jurídicas; pareciera que este es el caso del contrato, que por definición e historia siempre ha sido Ley para las partes y que a la luz de nuevas teorías , se hace evidente que la obligación no está solo en cabeza de los firmantes, sino que en algunos casos ajenos a la firma del documento que podrían  tener responsabilidad los terceros no signatarios del pacto arbitral. Por otro lado, Linares (2017) manifiesta que:
[bookmark: _4d34og8]en este marco, ¿se está en presencia de la figura del consentimiento implícito dentro del pacto arbitral?, sin lugar a dudas es una premisa que se enfoca hacia las diferentes teorías que tratan la extensión del pacto arbitral a no signatarios, la lex, costumbres y usos mercantiles aparecen al margen del consentimiento implícito de la voluntad.  
La comunidad jurídica de Colombia y del mundo, esta frente a una disyuntiva, una pregunta que abre el debate en torno a quienes son responsables del pacto arbitral, los firmantes o si se da una extensión del pacto, de la convención, del contrato a los no firmantes, los no signatarios ; este es el debate que pregunta en doble vía y que hace que aparezcan dos marcadas tendencias, la que reconoce que solo los firmantes de un contrato son los sujetos de derecho y obligaciones y la segunda , la que se mueve en términos liberales y actuales , en donde el consentimiento implícito de la voluntad basta para que se dé la atracción de no signatarios al pacto arbitral. Medina (2018) se traza algunas preguntas,
en uno u otro caso, el examen de estos planteamientos obliga a formular las siguientes interrogantes: ¿Es posible aceptar la figura del tercero en el arbitraje? ¿Es la intervención de derecho común una opción viable de trasladar, mutatis mutandi al arbitraje? ¿La extensión de una cláusula arbitral a partes no signatarias conlleva decir que no constituyen, formalmente, terceros? (párr. 5)
Se hace necesario que la comunidad jurídica escriba y se pronuncie en torno a este tema y que se unifiquen criterios, voluntades, conceptos, investigaciones para que no se den vacíos jurídicos y la sociedad de todos los pueblos del mundo, incluyendo a Colombia, puedan resolver las distintas inquietudes en torno al pacto arbitral y los no firmantes, en qué casos y por qué los que no hacen parte de la firma del mismo, pueden ser vinculados de forma posterior.
Así las cosas, es importante precisar que el convenio arbitral es un contrato y que el consentimiento es vital para la existencia y vinculación de las partes que lo celebraron, de acuerdo con las teorías clásicas, si hay consentimiento, el contrato existe y con él los derechos y las obligaciones propias de lo consensuado; que a su vez es un componente relevante en el arbitraje, por lo tanto, la ausencia del consentimiento conlleva a la anulación del laudo. Es pertinente resaltar la última afirmación por encontrarse en vía del problema de investigación. “En cuanto a los efectos vinculantes o extensivos del convenio a no signatarios, ocurren cuando la parte no signataria tiene una participación en la negociación, celebración, ejecución y/o terminación del contrato que contiene un convenio arbitral” (Gómez, 2018). 
El proceso indivisible de relacionar la relatividad como escenario del convenio mismo y desarrollarlo paralelamente a la doctrina del “grupo de compañías” emerge entonces, y postula la armonía de dos teorías que aparentemente están en lados opuestos, pero que, en realidad contienen un elemento vinculante entre sí, siendo el iter contractual. De esta forma, “la extensión de los efectos de la cláusula arbitral a terceros no signatarios se contrapone con el principio de la relatividad contractual” (Villalobos y París, 2013, p. 7). 
En virtud de lo anterior, se evidencia que hay un conflicto entre estas dos teorías, puesto que una permite que se irradien los efectos a los no signatarios, mientras que en la segunda, los efectos solo existen para los firmantes, esto es, los que hacen parte del contrato, sin embargo el iter, es el punto de convergencia.
Del mismo modo, la autora hace la siguiente reflexión: “demostrar que, en base a conductas manifestadas antes, durante o después de la celebración del convenio arbitral, se puede consentir al arbitraje a pesar de no haber suscrito el mismo y, además, sin provocar una colisión con el principio res inter alios acta” (Orellana, 2014, p. 2). Lo anterior, es una clara certeza que, sin importar el momento del acuerdo, se permite acudir a este mecanismo independientemente de no haberlo firmado sin que esto perjudique a los terceros ni al contrato mismo. 
Por su parte, Palacios (2014) agrega que:
La extensión del convenio a partes no signatarias parece trasgredir uno de estos principios que es el de res inter alios acta o del efecto relativo del contrato, este principio establece que el contrato resulta obligatorio y produce efectos vinculantes entre las partes que lo celebraron, y excluye de dicho vínculo obligacional a los terceros o ajenos al negocio jurídico pactado. (p. 21)
Es pertinente analizar hasta qué punto la extensión del convenio a partes no signatarias o su no extensión pueden afectar el deber ser del contrato en sí, que no es otro que el de la seguridad jurídica de las personas que de forma tácita o expresa están vinculados a lo pactado. Sin embargo, al establecer que el criterio de la relatividad de los contratos es la causa concreta del mismo y la causa o relación se dirige hacia una interpretación del iter, podría argumentarse que es necesario buscar posturas a favor o en contra y la manera como se podría o no extender el pacto arbitral a no signatarios de tal forma que se pueda hacer una interpretación mixta de dicha atracción sumando el estudio de “la teoría del grupo de compañías”.
Para la resolución de controversias, los árbitros del derecho comercial en Colombia, requieren que la legislación de nuevas interpretaciones sobre la intervención de terceros o no signatarios, ya que esta, no está en sintonía con el acontecer internacional y su desarrollo ha ido de manera lenta; por esto, es relevante instar a que avance en este aspecto y Colombia haga pronunciamientos, jurisprudencia y doctrina en armonía con el Derecho comercial internacional. Entre tanto, Gómez (2013) sostiene que,
una de las tensiones más discutidas por la doctrina ha sido la intervención de terceros en un procedimiento que se fundamenta en el postulado de la relatividad de los negocios jurídicos, sin embargo, la legislación colombiana ha desarrollado este mecanismo desde una perspectiva muy procesalista, por lo cual el tema ha tenido un tratamiento insuficiente comparado con el contexto internacional. (p. 3) 
Por su alta eficacia y celeridad, las multinacionales y muchas compañías integran la cláusula compromisoria en los contratos para evitar acudir a la jurisdicción ordinaria, por esta y muchas más razones, el arbitraje es el mejor mecanismo para zanjar conflictos y diferencias del contrato, en los que se nombran uno, tres o más árbitros dependiendo de la cuantía del proceso para que después de estudiar el caso profieran el laudo. Por este motivo los tratadistas y el derecho comparado han avanzado en este aspecto, no obstante, hay una gran división de dos teorías frente al contrato que deben ser unificadas, sobre todo, lo que corresponde frente al rol de los no signatarios en el contrato y como sus efectos van en contra de sus intereses, así no lo hayan firmado.
Llegado este punto de la línea referencial, es preciso advertir dos visiones diferentes  según lo desarrollado hasta ahora por distintos doctrinantes, uno visto desde el principio de la relatividad de los contratos en el cual solo las partes están llamadas a hacer parte dentro de este contrato y la segunda en la cual, desde la misma relatividad de los contratos se puede atraer al pacto arbitral a un no signatario atendiendo a la teoría del grupo de compañías , afirmando que dicha extensión se realizará en los casos que el no signatario tenga una relación cercana al iter contractual, demostrando la existencia de la realidad económica implícita en el negocio subyacente. 


[bookmark: _2s8eyo1]Capítulo II: Conceptos y teorías dentro del arbitraje y su extensión a no signatarios
En primera medida se debe indicar que este capítulo está dirigido a conceptualizar la pregunta de la investigación mediante el desarrollo de los conceptos que componen el arbitraje internacional como también las teorías que giran en torno a los criterios para “la extensión del pacto arbitral a los no signatarios”. En virtud de lo anterior, se van a trabajar diferentes títulos, los cuales contribuirán a despejar y delimitar organizadamente los conceptos que integran estas figuras jurídicas. 
Dentro del segundo título del capítulo se han de confrontar dos teorías diferentes, con el objetivo de tener una idea desde distintos ángulos, sin que este ejercicio tergiverse el fin último de la investigación, pues a pesar de incluir una teoría en la que aparentemente no tiene cabida la atracción de no signatarios al pacto arbitral, se unificarán criterios partiendo de datos recopilados en el primer título de este capítulo.
A. [bookmark: _17dp8vu]Conceptos del arbitraje y la atracción a no signatarios           
[bookmark: _3rdcrjn]A partir de este punto de la investigación se debe indicar que, en relación a la diversidad de criterios dentro del derecho mercantil internacional, las soluciones a las controversias deben ser aplicadas mediante el estudio de diferentes puntos de vista, en referencia a lo anterior, se puede advertir que: “dado que las normas del arbitraje comercial internacional son atomizadas, no son generales, y aplican de manera especial dependiendo del contexto y del pacto arbitral, las soluciones a la tensión presentada son variadas y aplican en distintas situaciones” (Gómez, 2013, p. 5), así las cosas, este apartado contendrá una composición pluri conceptual. 
La figura del pacto arbitral es una convención que produce derechos y deberes entre los sujetos que lo firman. El pacto de arbitraje internacional se acuerda entre quienes suscriben determinada relación contractual, con lo cual, las partes estipulan que, en caso de presentarse alguna controversia en dicha relación, será solucionada por un tribunal de arbitramento, esto es, el pacto arbitral es el evento en el que los firmantes del acuerdo declinan la posibilidad de asistir a los jueces de la República, ante la presencia de cualquier conflicto sometiéndose a una autoridad exclusiva, en este caso, los árbitros (justicia de carácter privado). De esta forma se evidencia que “son las partes quienes determinan hasta dónde llegan las facultades o poderes de los árbitros. Ante los vacíos, silencios o ambigüedades en la redacción del pacto arbitral, se debe interpretar su contenido para así determinar los alcances de dicho pacto” (Talero, 2011, p. 16).
[bookmark: _26in1rg]Es precisamente la interpretación de los alcances sobre el pacto, lo que conlleva a crear una laguna que debe ser resuelta a través de la hermenéutica jurídica, con el propósito de llegar a identificar la adhesión de personas a la relación contractual y determinar, entre otros aspectos, a quiénes se extiende el pacto arbitral y qué materias quedan incluidas o excluidas en su ámbito de aplicación. 
Por su parte, el pacto arbitral tiene dos tipos de efectos: el positivo hace alusión “a la obligación que adquieren las partes de someter a un proceso arbitral cualquier controversia que surja y que se encuentre dentro de los límites del acuerdo” (Gómez, 2013, p. 7), este tipo de pacto ofrece múltiples ventajas como que el fallo se pueda proferir en derecho o equidad según lo que se acuerde y la celeridad en la que los árbitros dirimen las controversias. 
Entre tanto, los efectos negativos de las “obligaciones adquiridas a partir de la suscripción de un pacto arbitral, se refiere a la imposibilidad de que alguna de las partes pretenda ventilar las controversias que surjan entre las partes ante un tribunal judicial, evitando recurrir al proceso arbitral” (Gómez, 2013, p. 7), en este orden de ideas, el aspecto negativo menciona la imposibilidad de acudir ante un tribunal judicial por el desacuerdo que se pueda generar y si quisiera evadir el arbitraje. Además de sus efectos, García (2013) clasifica el pacto arbitral en diferentes ámbitos: material, espacial y personal. 
El ámbito material se refiere al objeto mismo del negocio jurídico -la creación o extinción de obligaciones- que estará asociado directamente con su posibilidad y licitud. El ámbito temporal del negocio jurídico hace referencia al lapso dentro del cual el negocio jurídico está llamado a producir sus efectos que será determinado por un plazo, condición de los contratantes. (p. 172)
[bookmark: _lnxbz9]Respecto al ámbito espacial, es apenas lógico, que dicho elemento se refiera a la determinación geográfica en donde se despliegan los efectos del negocio jurídico. En cuanto a la importancia del reconocimiento espacial, esta determinación toma su relevancia en el sentido de inferir que legislación será la aplicable al negocio jurídico y posteriormente a la solución de la controversia. Hay que tener en cuenta que el tema de aplicación sobre una u otra legislación, es uno de los temas que más tensiones provoca en el marco de las relaciones contractuales internacionales entre comerciantes, pues la diferencia de aplicación del derecho varía inmensamente respecto a una legislación u otra. Dicho lo anterior, este es uno de los grandes impedimentos para la unificación del derecho mercantil contemporáneo. La última clasificación que cobra especial relevancia para García (2013) es:
El ámbito personal implica la definición de a quién le son oponibles los efectos del negocio jurídico. Esto es un fiel reflejo de la exégesis del negocio. Siendo el negocio jurídico esencialmente una manifestación de la voluntad de una persona con el fin y la intención de producir los efectos jurídicos que el ordenamiento jurídico le reconoce, es lógico que este contenido normativo del negocio jurídico vincule única y exclusivamente a quienes, en uso de sus atribuciones, han consentido libre y voluntariamente en él. (p. 172)
En síntesis, se deduce que el ámbito personal del negocio jurídico tiene una relación implícita dentro del principio de relatividad de sus efectos, componente que hay que tener en cuenta y debe ser resaltado, toda vez que la teoría de la relatividad afirma que los contratos generan efectos inter partes.  
Indicar el concepto de parte dentro del pacto arbitral, es simplificar esta fórmula a todo aquel que ha consentido la inclusión dentro del mismo pacto, haciendo uso del principio de la autonomía de la voluntad para obligarse, renunciando a que los asuntos propios de la cláusula se resuelvan en la jurisdicción ordinaria, sometiendo sus diferencias ante un particular investido con autoridad para darle solución a determinado pleito.
Por otro lado, el concepto de tercero hace referencia a “aquel que no tendría relación alguna con el contrato ni con el pacto arbitral que fundamentan los procedimientos arbitrales, a quien no podrían hacerse extensivas las obligaciones de estos en cumplimiento del principio de habilitación y el postulado de relatividad” (Gómez, 2013, p. 9).
En vista de que el tercero no hace parte del contrato, la pregunta es: ¿cuál es la forma en que la legislación comercial local o internacional lo ha vinculado y ha asegurado para él sus garantías? estos interrogantes han sido motivo de investigación y las respuestas que han surgido serán expuestas en el desarrollo de este documento. 
Sin embargo, existen casos en los que se pueden adherir a sujetos que no han sido parte stricto sensu del acuerdo arbitral, obligándolos a participar en rigor de verdad del principio económico que los rodea, y en atención a la relación causal que involucra su participación en los negocios jurídicos celebrados entre quienes firman el pacto arbitral, convirtiéndolos en una categoría especial de terceros. Como es el caso de los sucesores universales de las partes, o el de los fiadores de las partes o los grupos de sociedades (Medina, 2018, p. 13).
Los sujetos de derecho anteriormente mencionados, no hicieron parte de forma expresa del contrato; pero deben ser vinculados; porque su ausencia en una controversia podría conllevar a profundos vacíos para los árbitros y su decisión carecería de objetividad, eficacia, equidad y justicia. Es importante precisar que, a este escenario del arbitraje, se integra la figura de los no signatarios concepto se define de la siguiente manera: “el no signatario del pacto arbitral es aquel que, si bien no firmó formalmente el pacto arbitral, tiene relaciones estrechas con el contrato en el cual se contiene o que da lugar a la diferencia” (Gómez, 2013, p. 9). Del anterior enunciado es posible inferir que el no signatario está siendo atraído por cuanto tiene una relación estrecha con la realidad económica del contrato. Adicionalmente, se hace preciso mencionar los eventos que prescribe Park (2014) en los que se observa la atracción con relación del iter contractual
existen cinco escenarios comunes que a menudo se presentan en los casos en que el análisis conduce a la incorporación de una parte no signataria. Estos pueden ser enumerados de la siguiente manera: 
(1) Participación del no signatario en la formación del contrato, a veces ligado a la confusión creada por la mención del “no signatario” en los documentos contractuales;
(2) Un solo esquema de contrato que tiene varios documentos; 
(3) Aceptación tácita o expresa del convenio arbitral por la parte no signataria, ya sea en el arbitraje en concreto o en otra situación; 
(4) La ausencia de la personalidad jurídica de la signataria; y 
(5) Fraude o “abuso fraudulento” de la personalidad jurídica. 
Los primeros tres elementos se relacionan principalmente con el consentimiento implícito, mientras que los últimos dos versan sobre el velo corporativo. (p. 29)
Llama la atención que el derecho internacional hizo la transición de tercero a no signatario y en Colombia no se ha generado este cambio, por esta razón se debe propender por equiparar conceptos frente a este término y se evolucione al concepto de no signatario.  Así las cosas, para que en el derecho local se dé una verdadera resolución a las controversias surgidas por las diferentes formas a la atracción de no signatarios al pacto arbitral, es relevante que se agreguen teorías del derecho comparado como las que se usan en Perú, Estados Unidos y Francia entre otros con el fin de obtener una visón más integral e incluyente.
´     La extensión de los efectos jurídicos de un acuerdo arbitral a un tercero no signatario, cuando las circunstancias del negocio en cuestión demuestren la existencia de una voluntad común de las partes en el proceso, de considerar a ese tercero como involucrado en una forma considerable o como una verdadera parte en el contrato que contiene la cláusula arbitral, o cuando las circunstancias permiten presumir que ese tercero aceptó el sometimiento a ese contrato, especialmente si lo reconoció expresamente (Medina, 2018).
Aunado a lo anterior, la extensión del pacto arbitral puede ser entendida como la imposición de los efectos de este a quien no lo ha firmado, en relación con la cercanía de su participación sobre el negocio jurídico o denominado iter contractual.
Una de las problemáticas jurídicas que giran en torno a este debate, se centra en que muchos autores relacionan esta atracción al pacto arbitral como:
la extensión de la cláusula arbitral a partes terceras al contrato de base objeto de la controversia. Sin embargo, esa facilidad del lenguaje no refleja la esencia misma de la problemática, porque no cabe duda que un tercero a un acuerdo arbitral ¡Simplemente no puede ser atraído a un arbitraje! De lo que habla la doctrina es en realidad del problema de los no-firmantes de un acuerdo arbitral.   (Graham, citado en Gómez, 2013, p. 10) 
	Lo anterior, es uno de los criterios más significativos para responder a la pregunta de investigación planteada, diferenciando el concepto de tercero y no signatario, de modo que la expresión tercero no signatario no tenga acogida dentro de la interpretación jurídica. Se observa que el sujeto no tiene una relación en el negocio jurídico, este no tiene la singularidad que debe expresar el iter contractual, esto es, no existe relación alguna con el contrato.
 La extensión del pacto arbitral es descrita como “la operación por medio de la cual una persona, inicialmente ajena a una obligación preexistente, entra a formar parte de dicha obligación” (Villalobos y París, 2013, p. 36).
Una de las tesis adoptadas es a donde se extienden los efectos de la cláusula cuando el no signatario haya hecho parte del proceso de ejecución del contrato, por el que se pacta la cláusula compromisoria, esto conlleva una vinculación directa del mismo. La teoría de la extensión de los efectos de la cláusula arbitral a no signatarios es ambigua, toda vez que puede afectar al no signatario, pero también puede verse como una posible solución al vacío jurídico en estudio, no obstante, se revisarán otros supuestos para verificar el que mejor se adapte al contexto y resuelva el problema de investigación. En ese orden de ideas, Orellana hace una precisión muy importante:  
el principio res inter alios acta fundamental en el derecho, no cabría pensar que un acuerdo realizado entre dos partes pueda posteriormente afectar la esfera jurídica de un tercero que no celebró contrato alguno, sin embargo, dentro de un arbitraje, la teoría de la extensión de los efectos de la cláusula arbitral a terceros no signatarios hace que esto sea posible. (p.26)
En virtud de la diversidad de criterios usados en la extensión de la cláusula compromisoria a partes no signatarias, y que no se logra un acuerdo en las distintas jurisdicciones sobre estos, surgen a la luz del derecho internacional una serie de instrumentos, que se aplican a casos particulares, y que generan la atracción de no signatarios al pacto arbitral. En primer lugar, según Palacios (2014) se encuentra la
Incorporación por referencia: Cuando un contrato que no contiene cláusula arbitral se refiere a otro contrato que sí lo tiene. En este caso, se configura el concepto de contratos interrelacionados en los que se hace referencia expresa y directa a otro contrato que contiene una cláusula arbitral, como ocurre típicamente en los conocimientos de embarque, los contratos encadenados de construcción e ingeniería y los contratos de garantía. (p. 27)
El segundo instrumento es la cesión de la posición contractual, el cual genera efectos para las partes y “quienes se incorporan al contrato se ven sometidos al arbitraje, aunque no hayan suscrito el convenio arbitral original” (Palacios, 2014, p. 27).
El tercer concepto gira en torno a la teoría del llamado “Grupo de compañías” que -en algunos casos- se aplica dentro “del convenio arbitral a una compañía madre, de parte de otros miembros del grupo de sociedades o de los firmantes de un acuerdo de accionistas o de sus ejecutivos o directores” (Palacios, 2014, p. 28). Esta teoría por ser una de las que más se ajustan dentro de las soluciones a la pregunta planteada, será protagonista dentro del siguiente título de este capítulo, la cual será ampliada con el fin de conceptualizar la pregunta de investigación. 
El pacto arbitral está regulado por los tres principios fundamentales de los contratos: “pacta sunt servanda, lex inter partes y res inter alios acta” lo que se sintetiza en el acuerdo de voluntades. En esta materia, el Pacta sunt servanda se traduce cuando las partes convienen acudir al arbitraje a través de la cláusula compromisoria y desisten de llevar sus conflictos ante los jueces de la Nación. 
Lo anterior significa que se debe cumplir al tenor de lo pactado con la aprobación de los firmantes para convertirse en ley y honrar ese acuerdo, esto se constituye en lex inter-partes. 
Por su parte, el Res inter alios acta, o “principio del efecto relativo de los contratos” “establece que las reglas contractuales no pueden obligar a terceros. Su razón dogmática se basa en que el contrato es un acto jurídico bilateral con fuente en la autonomía privada y sólo causa obligaciones para quienes lo celebran” (Orellana, 2014, p. 27). Por esto es que se hace un énfasis categórico que el arbitraje tiene su base principal en el consentimiento de las partes. 
Ante la situación planteada y “en virtud del principio res inter alios acta, el convenio arbitral únicamente surte efectos jurídicos para las partes que lo han suscrito, ya que estas demuestran su intención de acudir a la vía arbitral” (Orellana, 2014, p. 28).
Lo que lleva a la expresión: “pero si es que no han participado en su celebración” de tal forma, se puede extender el concepto de participación sin que ello atente contra los principios generales del contrato. existen otros que por su naturaleza contienen aspectos vinculantes respecto a determinado negocio jurídico, dicho esto, se pueden encontrar contratos mixtos, vinculados, coligados, conexos y la unión de contratos.  
Los contratos mixtos: cumplen su labor como textos conjugados de uno o más negocios jurídicos, en los cuales las prestaciones implícitas en los mismos quedan condicionados a la fusión de dichas prestaciones. 
 La unión de contratos, ocurre “cuando hay pluralidad de contratos celebrados por las partes, con alguna vinculación temporal o funcional, pero sin operaciones económicas supra contractuales que actúe como nexo entre ellos, un claro ejemplo, son las uniones temporales o a los consorcios” (Gómez, 2018). 
Los contratos conexos, son un conjunto que cumplen una operación económica única: “varios contratos pueden estar vinculados entre sí, por haber sido celebrados en cumplimiento del programa de una operación económica global; en tal situación hay una cadena de contratos que confluyen en un mismo objeto” (Morales, s. f. p. 119).
Los contratos coligados[footnoteRef:0], se encuentran unidos o confederados a otro u otros, lo conexo, que se encuentra enlazada o relacionada con otra, dicha apreciación es vital en la construcción de conceptos, toda vez que se puede identificar que la coligación se estructura a través de una relación horizontal concurrente y preferentemente simultánea (adhesión), en tanto que la conexidad importa una relación vertical construida mediante una secuencia temporal (proceso). De allí, que, las redes de contratos, propios del fenómeno de la colaboración empresarial, se constituyan a través de negocios coligados, mientras que las cadenas se forman a partir de negocios conexos (Esborraz, 2012, p. 119). [0:  Los contratos coligados tienen tres elementos: hay dos o más contratos, cada contrato es individual, y todos pretenden un fin común. Lo que da lugar a sus características: hay pluralidad de sujetos, hay pluralidad de contratos hay un nexo jurídico o causa la cual puede ser funcional o voluntaria lo que permite su vinculación por sus efectos la realización del negocio plural. Fierro, R (2018). pp. 114
] 

El vínculo notable entre los contratos coligados tiene mínimo dos elementos, uno que haya una pluralidad de contratos, y el otro que estén coordinados por un nexo eficiente que puede configurarse como de convergencia, dependencia, subordinación, o interdependencia entre la existencia, el desarrollo, o los efectos de un acto ante el otro.[footnoteRef:1] [1:  Considera la doctrina que este el sentir del precedente judicial de la casación civil en sentencias SC116-2007, del 25 sep. 2007 exp. 2000-00528-01, SC 01 jun. 2009, exp. 2002-00099-01, 28 de mayo de 2015 y 15 de noviembre de 2017. Se remite al respecto a D. Galvis, Contratos coligados, Externado, Bogotá, 2022, pp. 28-29] 

Un pronunciamiento de la CSJ SC 6 octubre. 1999, rad. 5224112, la Sala recurrió a la expresión “contratos coligados”, explicando que … las partes le dan vida a diversos contratos que, aun conservando su identidad típica y por ende quedando sometidos a la regulación que les es propia, quedan sin embargo coligados entre sí, funcionalmente y con relación de recíproca dependencia, hasta el punto de que las vicisitudes de uno, en mayor o menor grado, pueden repercutir en los otros, casos en los cuales es deber de los jueces establecer con cuidado y con base en las pruebas recaudadas si, además de las finalidades de cada uno de los contratos celebrados, existe o no un objetivo conjunto y general querido por las partes (Gual, 2022, p. 36).
Realizando una interpretación acerca de lo expuesto por Morales y Esborraz, se podría   argumentar que en los contratos conexos hay un vínculo obligatorio para garantizar el objetivo de esta relación, no obstante, en los contratos coligados, no es necesario, pues el enlace es el producto del convenio al que llegan los contratantes. 
Para concluir, se debe indicar que, realizadas las precisiones conceptuales trabajadas a lo largo de este título, se debe resaltar la inmensa diferencia que plantea la doctrina internacional en cuanto a la separación de los términos “tercero” y “no signatario”. Que, aunado a lo anterior, la flexibilidad de una u otra teoría que expone la atracción de no signatarios no dejan de conllevar los principios propios de los contratos, y que a pesar de estar presente la relatividad de los contratos, esta última puede no verse trasgredida en la medida que se extiende el pacto a todos aquellos que participaron de la realidad económica del negocio jurídico. Hechas estas consideraciones, es necesario estudiar la teoría del caso teniendo como protagonistas la relatividad de los contratos y la teoría del grupo de compañías.    
B. [bookmark: _35nkun2]Relatividad de los negocios jurídicos y el grupo de compañías 
Teniendo claro los conceptos analizados hasta este punto, es pertinente profundizar en las teorías que den solución a la pregunta del presente trabajo. 
El primer estudio que se llevará a cabo tendrá que ver con la relatividad de los contratos o actos propios. Esta teoría estará bajo la premisa que la extensión a no signatarios del pacto arbitral no puede ser atraída, en razón a la naturaleza inherente de los actos propios y la autonomía de la voluntad.    
El segundo estudio tendrá su desarrollo en el análisis de la teoría del grupo de compañías, en el cual la extensión del pacto arbitral a no signatarios se puede lograr en virtud de la cercanía y la realidad económica del negocio jurídico, esto con relación al desarrollo o participación del sujeto no signatario dentro del contrato. 
Por último, se hará una fusión de ambas teorías, complementando una con la otra, de tal forma que se pueda señalar que, en efecto, la teoría del grupo de compañías no es excluyente a la teoría de la relatividad de los negocios jurídicos, y que ésta última, no se ve trasgredida en razón a la naturaleza de la autonomía de la voluntad y su manifestación en el iter contractual.      
1) [bookmark: _1ksv4uv]La relatividad de los negocios jurídicos
Para entrar en la discusión sobre los criterios aplicables a la extensión del pacto arbitral para atraer a un no signatario dentro del mismo, es necesario partir del planteamiento de la relatividad de los negocios jurídicos, en este sentido, es necesario tener una idea clara sobre lo que significa esta teoría. Así las cosas, García (2013) parte de que el convenio arbitral es un negocio de carácter jurídico y que este debe armonizar con la
relatividad de los efectos jurídicos del mismo, lo cual significa, por un lado (i) que solo las partes intervinientes en el mismo se vean afectadas por sus efectos, y por otro (ii) que ese negocio jurídico es oponible erga omnes, en el sentido de que todo aquel que es absolutamente tercero a la relación jurídica debe respetarla, por lo tanto una persona ajena a la misma no puede entorpecer, entrometerse ni impedir la realización plena de los efectos que el negocio jurídico está llamado a producir. (p. 173)
En consecuencia, solo las partes tienen la facultad de estar llamadas a concurrir al tribunal de arbitramento una vez surgido el conflicto, siendo oponible erga omnes, esto es, que todo aquel que es absolutamente tercero a la relación jurídica debe respetarla en razón a la misma relatividad que rige el pacto arbitral siendo este el origen en un negocio jurídico. Por otro lado, ningún tercero puede desconocer los efectos del convenio, por lo que deben abstenerse de participar en el proceso arbitral. De esta manera, el “convenio arbitral, al ser un negocio jurídico, se le aplica el principio de la relatividad y, en consecuencia, este no puede influir en la esfera jurídica de terceros” (Orellana, 2014, p. 28).
La relatividad de los contratos, el consentimiento y la noción de oponibilidad deben relacionarse como un compuesto homogéneo dentro del universo jurídico, ab initio, en el que el convenio arbitral se instrumenta como una manifestación concreta de voluntad que produce efectos jurídicos entre y para los contratantes, en razón al efecto relativo de los contratos (Gómez, 2018). Entre tanto, Larroumet afirma que:
El principio del efecto relativo de los contratos significa que, únicamente los contratantes llegan a ser acreedores y deudores en virtud del contrato. Este principio corresponde a la lógica del efecto creador de un vínculo de obligación del contrato. El contrato descansa sobre la voluntad de las partes. Por lo tanto, solo puede crear derechos y obligaciones en beneficio y en contra de quienes han convenido en su celebración. Quienes no han dado su voluntad, esto es, los terceros por oposición a las partes, no podrán llegar a ser acreedores o deudores en virtud del contrato. El principio del efecto relativo de los contratos es una consecuencia del principio de la autonomía de la voluntad. (citado por en Medina, 2018, párr. 15)
Esta teoría de la relatividad de los negocios jurídicos ofrece un estudio exegético de los principios básicos de los contratos, se quiere plantear dentro del análisis un último comentario, el cual dará la transición al a la reflexión del grupo de compañías y propone la implementación misma de la relatividad como componente para determinar la posible atracción a no signatarios dentro del pacto arbitral. Lo anterior, a partir del reconocimiento de la naturaleza del contrato, y la teoría general del derecho, utilizando la aplicación de los efectos relativos del contrato y el fenómeno de “la oponibilidad de los contratos a terceros, permitiría realizar una explicación más exacta del fenómeno de la extensión del pacto arbitral a los no signatarios en el arbitraje comercial internacional” (Arango, 2010, p. 47).
Dadas las condiciones que anteceden, se estudiará y desarrollará la teoría del grupo de compañías. Aunado a la explicación teórica por la cual la relatividad de los negocios jurídicos puede conjugar armónicamente con la teoría del grupo de compañías.
2) [bookmark: _44sinio]La teoría del grupo de compañías 
	Al igual que la teoría de la relatividad de los negocios jurídicos, es necesario tener un concepto claro acerca de la teoría del grupo de compañías. Para lograr lo anteriormente señalado, se ubicará temporalmente su nacimiento, así como los diferentes conceptos de varios autores que aportarán una postura clave en cuanto al estudio de esta teoría. “Una de las construcciones dogmáticas más discutidas en los últimos años es la denominada Doctrina de los Grupos de Sociedades. Ha sido referida en numerosos precedentes arbitrales de la Cámara de Comercio Internacional y decisiones judiciales, especialmente en Francia” (Suárez, 2005, párr. 19). La aplicación de esta teoría supone la existencia de un instrumento que contiene unas características específicas a la hora de dirimir controversias en el plano internacional, haciendo parte de la Nova lex Mercatoria. Así, “Lord Mustill, en su reconocida enunciación de tales principios postula como regla la siguiente: Se considera que el interés controlante en un grupo de compañías ha contratado en nombre de todos los miembros del grupo al menos en lo que concierne al acuerdo arbitral” (Citado por Suárez en 2005, párr. 29).
Posterior a esta breve introducción acerca del “grupo de compañías” se expondrán algunos casos donde se hace uso de este instrumento y la forma en la que se resuelven las diferentes discusiones que se presentan para dar una pauta de la potencial solución a la laguna que tiene el ordenamiento jurídico colombiano en su “Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional”. A continuación, Park (2014) ilustra un claro ejemplo:
La mayoría de discusiones académicas abordan la adhesión de no signatarios con alguna referencia a la llamada doctrina del “grupo de compañías” elaborada hace casi un cuarto de siglo en Francia. En el caso líder, Dow Chemical v. Isover St. Gobain, una matriz estadounidense (Dow USA) y su subsidiaria francesa (Dow France) procuraron beneficiarse de una cláusula arbitral contenida en acuerdos que las filiales (Dow AG y Dow Europe) habían firmado con empresas cuyos derechos fueron transferidos a Isover St. Gobain. Dado que la parte que rechazaba la incorporación (Isover St. Gobain) ya había aceptado arbitrar de conformidad con las cláusulas relevantes que vinculaban a Dow AG y a Dow Europe, la cuestión fundamental era si esta se vería obligada a honrar ese compromiso con respecto a las compañías que deseaban participar en el procedimiento arbitral. Al rechazar la pretensión de Isover St. Gobain de negarle un lugar en el proceso arbitral a Dow USA y a Dow Europe, el tribunal arbitral citó varios indicios de la intención común de las partes y enfatizó que la cláusula arbitral era autónoma del acuerdo principal. Por lo que las partes habían de demostrar haber aceptado, ya sea el contrato entero (incluyendo la cláusula arbitral) o el convenio arbitral mismo. (p. 42)
“Según la doctrina, la teoría del grupo de compañías establece que los efectos de un acuerdo arbitral expresamente aceptado por ciertas compañías de un grupo corporativo se pueden extender a otras compañías integrantes” no signatarias (Arango, 2010, p. 42). Esto, en razón a la relación contractual que tienen al momento de negociar, ejecutar o terminar el contrato. Independientemente de que firmen algún contrato, esto con relación a la cercanía o rol dentro de las características anteriormente señaladas. Es pertinente resaltar que el Iter contractual puede distinguirse en cualquier momento desde el nacimiento del contrato hasta su terminación. Por su parte Arango (2010) resalta que:
se ha llegado a entender que el pacto arbitral cuenta con una validez y eficacia propias que le permiten extender su aplicación a las partes directamente involucradas en la ejecución del contrato, de forma tal que es legítimo presumir que la cláusula arbitral ha sido aceptada por éstas y que a su vez conocen su existencia y aplicabilidad, así no hayan sido firmantes del contrato. (p. 42)
Es preciso resaltar que las transacciones económicas actuales implican afectaciones a los asuntos de los que no firmaron, es un planteamiento importante, pues dada la evolución del derecho comercial, éste último debe evolucionar a cada instante, logrando unificar los campos de vacíos interpretativos que puedan presentarse. Así las cosas, con el fin de exponer la función de la “teoría del grupo de compañías”, se indica que cuando un consorcio estipula una o varias transacciones con otro, incluyendo en éste un convenio arbitral “la compañía contratante y sus hermanas (filiales, casa matriz, o subsidiaria) participan de manera determinante en la ejecución del contrato de manera tal que las partes signatarias del contrato reconocen la participación de éstas en la misma” (García, 2013, p. 180).
[bookmark: _2jxsxqh]Ahora bien, la pregunta que se plantea, es ¿puede una de las compañías no signatarias ser parte del proceso arbitral? para responder este cuestionamiento desde la misma teoría, es relevante indicar un presupuesto fundamental que está integrado dentro de este proceso que no es otro que el consentimiento implícito, teoría que es exclusiva del arbitramento. “Las críticas a la teoría del grupo societario obedecen precisamente al hecho de haberse gestado únicamente en el ámbito arbitral y sin tener en cuenta los principios orientadores de otras ramas o disciplinas del derecho” (Talero, 2011, p. 87). Para su aplicación, se puede dar sí y solo sí estas compañías hayan operado dentro una misma realidad económica, esto es, determinando si dichas compañías participaron en las diferentes etapas del negocio. Al respecto, esta teoría se fundamenta en tres parámetros: 
(i) El consentimiento al arbitraje derivado del conocimiento de la existencia del convenio arbitral y de sus alcances; unido a (ii) la conducta decisiva que desarrollan los no signatarios en la vida contractual que justifica su participación en el arbitraje, y (iii) los dos elementos anteriores tomados conjuntamente que permiten identificar a tales no firmantes como partes no signatarias y no como terceros ajenos al contrato. (citado por en García, 2013, p. 180)
Dicho lo anterior, es necesario remitirse a lo expuesto en la relatividad de los contratos, que devela su intención de formar parte del pacto arbitral atrayendo extensivamente al no signatario al acuerdo arbitral.
[bookmark: _z337ya]Hay que indicar que: “el máximo exponente de la postura transnacional sustantiva, en el ámbito de la extensión de los efectos del convenio arbitral en materia de grupos de sociedades, está constituido por la doctrina de la unidad económica del grupo” (Aguilar, 2009, p. 14), puede ser una conclusión doctrinal cierta, toda vez que esta teoría intenta resolver la problemática objeto del estudio aplicando un desarrollo universalista apartado de las legislaciones nacionales individuales. 
Con el estudio de caso por caso y el análisis de las circunstancias que implican la interferencia del no signatario dentro del contrato, se logra un análisis subjetivo sobre el indicador que afirme si la extensión al no signatario es posible o no, sin ceñirse al margen de las legislaciones nacionales y encontrando su apoyo en la propia lex. (Aguilar, 2009) 
Bajo esta misma idea, se evidencian las posturas que guían el nivel nacional asumidas por la “doctrina de la unidad económica del grupo” las cuales afirman que, dicha teoría se ajusta a la realidad en la que se desenvuelve el negocio, “es conforme a las cambiantes necesidades del comercio internacional, a las expectativas legítimas de las partes, al objetivo de la justicia material, así como al principio de la buena fe en el desenvolvimiento de las relaciones contractuales” (Villalobos y París, 2013, p. 15). Los árbitros como consecuencia no están unidos por ningún sistema legal nacional al carecer de foro. 
	Profundizando las labores que tienen los árbitros y los estudios trasnacionales que deben efectuar, además de examinar los actos realizados por las partes y si estas conductas surgen del consentimiento de la voluntad, en atención a lo descrito hay que tener en cuenta que, el consentimiento se puede derivar tácitamente, ante las circunstancias que rodean el iter contractual de la operación mercantil. 
El análisis de la tesis mencionada identifica la realidad económica dentro del acuerdo, tal como se ha mencionado, de esta forma se podrá extender el pacto arbitral a no signatarios, dada la apreciación de intervinientes dentro del contrato. Asimismo, la realidad debe predominar sobre ficciones jurídicas, “sea favorable a la extensión o contraria a la misma, siempre será esa realidad económica la que determinará si ella se justifica, pues será esta realidad económica la que constituye facta concudentia la que permitirá derivar el consentimiento de una parte”. (Linares, 2017, p. 54)
Para concluir el estudio de este capítulo, es oportuno mencionar que se pueden integrar las teorías de “la relatividad de los negocios jurídicos” y “la teoría del grupo de compañías sin que sean excluyentes entre sí. Adicionalmente, se debe resaltar que en relación con la relatividad existe una determinación de las partes, excluyendo a terceros que no han manifestado adherirse al pacto arbitral, sin embargo, bajo el principio de realidad económica subyacente el no signatario en atención a las relaciones comerciales, genera un consentimiento implícito cuando este tiene una participación activa en el iter contractual que contiene un convenio arbitral. De esta forma, al interferir el no signatario dentro de la relación contractual incumbe a él los efectos producidos bajo el contrato, entonces se puede atraer al pacto.  
[bookmark: _3j2qqm3]Capítulo III: Atracción a no signatarios dentro del pacto arbitral
Para empezar este último capítulo de la investigación se debe señalar que la validación teórica será trabajada a partir de las posturas de los diferentes autores recopilados a lo largo de la investigación, en ese orden de ideas, atendiendo a que la pregunta ha sido contestada parcialmente hasta este punto de la investigación y el problema de partida ha sido contextualizado correctamente, este apartado desarrollará la hipótesis de investigación. En virtud de lo anterior, se planteará un debate en torno a los criterios aplicables para la extensión del pacto arbitral resaltando el impacto jurídico de estos, con el fin de responder la pregunta de investigación planteada. 
A. [bookmark: _1y810tw]El debate del pacto arbitral a no signatarios
La importancia de los MASC y en este caso concreto del arbitraje en Colombia, radica en el avance que han logrado frente a la resolución de controversias para agilizar procesos que por mucho tiempo generaban congestión en la jurisdicción ordinaria. Entre las ventajas que ofrece este mecanismo se encuentran la celeridad y la experticia de los árbitros que con sus laudos imparten justicia e impulsan el desarrollo del país en materia mercantil y comercial. En virtud de lo anterior y con relación a la atracción de los no signatarios al pacto arbitral, es importante profundizar en un estudio minucioso de las causas que pueden o no reflejar dicha atracción. Así las cosas, el no firmante debe ser atraído al pacto arbitral como parte de la relación contractual donde se evidencia que este último afecta contundentemente el iter mismo.
En cuanto a lo analizado dentro de la teoría de los grupos de sociedades, la cláusula arbitral explícitamente admitida por algunas compañías del grupo económico debe ser exigida de igual manera a las demás empresas que formaron parte del convenio en alguna o en todas las etapas y de acuerdo a la intención económica real del negocio, se constituyen como partes reales en estas transacciones, al estar íntimamente ligadas en él, y en las controversias que del mismo negocio se desprendieron, en cuanto a este aspecto, García (2013) sostiene: 
es factible que un tribunal arbitral extienda los efectos de un convenio arbitral a una parte no signataria cuando (i) se pueda inferir de manera inequívoca el consentimiento de la parte no signataria con respecto del negocio jurídico; y que, (ii) si el no extender los efectos del convenio arbitral a la parte no signataria de como resultado una vulneración al principio de buena fe. Sin embargo, cabe ser enfático en que esta teoría es de aplicación excepcional y requiere, necesariamente, de un estándar extremadamente elevado de prueba, por lo que su configuración debe envolver una complejidad tal, que garantice que ningún tercero verdadero sea inmiscuido en un proceso arbitral con el cual no tiene ningún vínculo jurídico económico real. (p. 189)
Otra de las ventajas que ofrece el arbitraje es ser garantista si se demuestra que, una de las partes no incluidas, en este caso la sociedad del no firmante del grupo, se le vulneran derechos y podría verse afectada con la decisión que tome el tribunal, en el que se incluye en este caso se hace extensivo el convenio a este para poder proferir el laudo sin perjuicio de otros sujetos que pertenecen al acuerdo. 
En cuanto a la conexidad en los contratos, se puede indicar que el argumento fundamental de la extensión del pacto no debe ser la formalidad sustantiva del mismo negocio, sino la voluntad real de los contratantes. En consecuencia, la realidad económica toma una fuerza inherente dentro de esta disposición, y la firma del contrato conlleva la equivalencia de elementos ad probationem y no ab sustantiam actus que pueden ser reemplazados por la voluntad inequívoca de las partes inferida por todos los acuerdos en las diferentes etapas del contrato. Así, el fenómeno de la conexidad contractual puede analizarse “como una excepción al principio de la relatividad de los contratos. Si entendemos la conexidad de un negocio jurídico plurilateral, múltiple y de colaboración en que los intereses de las partes están orientados a la concreción de un objetivo” (Gómez, 2018, p.36) afín a todos, lo que conlleva a la intrínseca relación de un no firmante al negocio jurídico en determinados casos. “Es, en efecto, menester subrayar que, incluso en la aplicación de la teoría del grupo de sociedades, la existencia del consentimiento de las partes sigue siendo un elemento determinante para la extensión del convenio arbitral a personas no signatarias” (Medina, 2018, párr. 39). 
La literatura que se ha generado de los diversos estudios en este asunto expone que la respuesta a esta incertidumbre surge de la idea del pacto arbitral, siendo un contrato externo a las regulaciones normativas de los países, en el que se usan leyes empleadas en el ámbito internacional, además de laudos proferidos por los diferentes tribunales que pertenecen al Derecho Comercial Global o Lex Mercatoria. 
Así, la extensión del acuerdo arbitral a los no firmantes procede exclusivamente en el momento que se demuestre su intervención en algún punto del acuerdo, haciendo la salvedad que es únicamente para los no signatarios y no para terceros pues si se hace referencia con este último término se entiende que son ajenos al contrato y los efectos que este pueda derivar.
En el laudo interlocutorio de ese mismo caso (CCI 4131), el tribunal arbitral se refirió a un concepto interesante para la discusión: la "apariencia de ser parte." Dice el tribunal:
"(...) la cláusula arbitral expresamente aceptada por determinadas sociedades del grupo económico debe obligar a las otras que, en virtud del rol que les cupo en la celebración, ejecución o rescisión de los contratos que contiene la cláusula arbitral y de acuerdo con la común intención de todas las partes del juicio arbitral, parecen haber sido verdaderas partes en los contratos o estuvieron ampliamente comprometidas en ellos y en los conflictos que de ella surgieron." (citado por en Medina, 2018, párr. 36)	
	Es apenas lógico que una compañía que participó en alguna fase del contrato, tenga la misma seguridad jurídica que produce la cláusula arbitral y que todas las empresas que intervinieron en el proceso estén cobijadas por esta. Es importante recordar que la cláusula se aplica tanto en arbitraje de derecho como de equidad. 
	El pilar fundamental sobre el que descansa la extensión de esta cláusula a las empresas no signatarias es la autonomía de la voluntad, que no es otra que el consentimiento, -puede ser implícito- esta aceptación genuina se entiende libre de vicios o imposiciones externas, en ese orden de ideas, cabe resaltar que en algunas ocasiones los contratantes también son consultados sobre el consentimiento para atraer al arbitramento y vincular al no signatario. De esto se deduce que esta cláusula no requiere de solemnidad alguna. En virtud de lo anterior y como ya ha sido mencionado, es importante recordar que estos sujetos no son tomados como simples terceros sino como partes sin formalizar -no firmantes-, pero que los legitima para ser considerados en las mismas condiciones que las partes que suscribieron el contrato. Silva (2011) hace una precisión importante:
No se trata, pues, de un desconocimiento al principio de la relatividad de las convenciones sino justamente de su confirmación, partiendo de la extensión de la cláusula a las también llamadas partes aparentes o partes informales, es decir, a verdaderas partes del contrato o del negocio jurídico en razón de los diferentes criterios externados doctrinaria y jurisprudencialmente. (citado por en Medina, 2018, párr. 54)
	Se puede concluir que el fenómeno de la extensión del pacto puede nacer cuando un sujeto no signatario manifiesta su consentimiento de una forma tácita, mediante los correspondientes actos que lo encadenan a la realidad económica del mismo. Orellana (2014) expresa:
la doctrina establece que el solo hecho de no ser firmante directo del acuerdo o parte formal, no implica que no pueda verse obligado por sus efectos. A la parte sustancial o aquella titular de los intereses negociales se le pueden extender los efectos de un contrato ya que como los explica Messineo: “parte no es específicamente toda persona que concurre a la celebración del contrato sino solamente aquellas que configuran el “centro de intereses del negocio.” (p. 30)
En relación con la pregunta, si el consentimiento puede otorgarse de manera implícita, las cortes de las Jurisdicciones pueden llegar a conclusiones distintas al considerar factores diferentes en su análisis. “Si la pertenencia a un mismo grupo corporativo puede ser indicativa de intención, entonces es más fácil traer a una compañía matriz no signataria a un arbitraje que ha sido aceptado por su subsidiaria”. (Silva y Velarde, 2017, p. 33). En contraste, Palacios (2014) sostiene que:
El tratamiento más apropiado a la extensión debería tratarse como una excepción a los principios que rigen los contratos en general, y especialmente al convenio arbitral, y en su ofrecimiento, así como en la aceptación de incluir a partes no signatarias en el proceso deberá hacerse detalladamente en el ofrecimiento de los medios probatorios y de manera muy rigurosa, por otra parte, en su aceptación, interpretando de manera restringida el supuesto de «participación activa» a lo que realmente pueda resultar determinante en la negociación, celebración, ejecución o terminación del contrato, y no cualquier tipo de «participación activa» a la que no pueda atribuírsele causalidad sobre los efectos que se objetivizan en función al contrato. (p. 29)
         El análisis de la aplicación de la extensión a no signatarios dentro del pacto arbitral se ha recogido la Sentencia de la Cámara de Comercio Internacional CCI núm. 4131/1982, la cual es uno de los precedentes más importantes dentro de los laudos de arbitraje que contienen la figura de atracción a no signatarios dentro del pacto arbitral. Dicho lo anterior, este caso está compuesto por “Dow Chemical v/ Isover Saint Gobain”.  Los hechos que giran en torno a la referida sentencia arbitral tienen su génesis el 23 de septiembre de 1982, la cual puede sintetizarse así:
 Un grupo multinacional americano (Dow Chemical) celebra en momentos distintos, con un grupo multinacional francés (Isover Saint Gobain), dos contratos para la distribución en Francia, por esta última sociedad, de productos destinados al aislamiento térmico. Cada uno de estos contratos contenía un convenio arbitral, que preveía el arbitraje de la CCI. Con motivo de la ejecución del contrato, tres de las filiales del grupo Dow Chemical, así como la sociedad matriz, presentaron una demanda de arbitraje ante la CCI frente a la sociedad Isover Saint Gobain. A pesar de haber alegado dicha sociedad la inexistencia de una cláusula arbitral que la vinculase a la sociedad matriz americana, así como a la filial francesa, los árbitros se declararon competentes con respecto a estas dos sociedades. El alejamiento de toda ley estatal, en relación con la determinación de la competencia arbitral, lo dedujeron los árbitros, fundamentalmente, de los apartados 3º y 4º del art. 8 del Reglamento de la Corte de arbitraje de la CCI, cuyas disposiciones quedaron incorporadas al contrato como consecuencia de la referencia que las partes hicieron al mismo. (Sinisterra, 2010)
          Otro caso ilustrativo del arbitraje internacional es el Caso Dallah vs Gobierno de Pakistán, cuyos hechos datan en 1996, cuando Dallah Real Estate and Tourism Holding Company (Dallah) firma convenio con el Awani Haj Trust (El Trust como ente jurídico), que había sido promulgado mediante resolución expedida en el mismo año por el presidente de Pakistán, el objeto del Convenio era la provisión de vivienda a los peregrinos que se dirigían hacia la Meca, en el contrato se estipuló la cláusula compromisoria que refería que cualquier controversia debía dirimirse bajo las reglas de la Cámara de Comercio Internacional con sede en París. En noviembre del mismo año, el Trust deja de existir, con el cambio de gobierno la ordenanza pierde vigor y no se renueva. Por lo anterior, Dallah convoca al Estado Pakistaní a Tribunal de Arbitraje en Francia, pero cuando es el momento de firmar los términos entre los árbitros y las partes, el gobierno se niega a firmar. 
En consecuencia, “El Tribunal compuesto por Lord Mustill, Nassim Hasan Shah y Ghaleb Mahmassani, declaró que, de acuerdo con el derecho de arbitraje internacional francés, el Gobierno estaba vinculado por la cláusula de arbitraje como alter ego del Trust” (Bonyuet, 2013, p. 691). En contraste, la CCI unánimemente sostuvo la existencia de un acuerdo de arbitraje bajo el reglamento CCI entre las partes, demandante y demandado. A la luz de la CCI, como consta en Bonyuet (2013) no hay lugar a que el acuerdo de arbitraje sea evaluado bajo las normas de cualquier otro derecho local específico, conectados o no, a la presente controversia. 
[bookmark: _4i7ojhp]          Aún con un Laudo proferido a favor de Dallah, tanto la Corte Superior como la Corte Suprema de Reino Unido, se negaron a reconocer y ejecutar el laudo final dictado por el tribunal arbitral de la Cámara de Comercio Internacional. Finamente la Corte de Apelación de París estimó que, “la creación del Trust no era más que una formalidad y que el Gobierno estaba involucrado en la transacción económica y se había comportado como verdadera parte durante la negociación, la ejecución y la terminación de la transacción” (Bonyuet, 2013, p. 692). 
          En virtud de lo anterior se evidencia que los casos examinados en el arbitraje internacional permiten compilar algunos de los fundamentos teóricos que se han gestado para determinar en qué circunstancias y de qué manera el pacto arbitral ha de ser extendido a sujetos no signatarios, como lo es la teoría de la relatividad de los contratos y la aplicación de la teoría del grupo de sociedades. Ahora bien, el citado alter ego o levantamiento del velo corporativo, por el cual el gobierno pakistaní termina vinculado como “alter ego del Trust”, se presenta “cuando se prueba que una sociedad domina las actuaciones diarias de otra y utiliza ese poder para hacer fraude a la Ley o para evadir obligaciones con terceros” (Urbano, 2019, p.31). Dicha vinculación se da por la existencia inequívoca de una estrecha unidad de intereses y no obedece al hecho de que se suscriba por una entidad del Estado, se analiza la separación jurídica formal y esta es la verdadera prueba de la voluntad que permite la vinculación del gobierno al acuerdo del arbitraje. 
          Mientras que, en la aplicación de la teoría del grupo de sociedad, el caso Dow Chemical v/ Isover Saint Gobain, refiere la legitimación de un no signatario que actúa como una unidad   económica, esto es, que las empresas no signatarias se hacen participe del contrato ya sea en la negociación o en el cumplimiento, a tal punto que pueda deducirse la intención de formar parte. El consentimiento implícito sugiere que todas las partes de las empresas del grupo deberían haber sido partes reales. Desde luego que, si demuestra el rol activo en cualquier etapa del contrato, no interesa la ausencia de la formalidad escrita o la existencia de la firma para ser atraído al pacto arbitral. 
         Aquellos casos en los que se logra concluir la intención activa de los no signatarios de ser parte sugieren que a su vez debe haber una común voluntad por parte de los directamente contratantes, que en últimas son los que permiten u originan la participación necesaria o no, de un agente externo, ya sea para el cumplimiento de alguna etapa contractual o para asegurar el cumplimiento de todo el contrato como tal. 
         Cabe señalar que algunos tribunales conservan una postura tradicionalista y legalista, al considerar que si para la ley arbitral vigente del ordenamiento interno (de un país u otro), se exige inescindiblemente la formalidad de la firma, el hecho de extender el efecto del acuerdo arbitral haciendo parte a quién en un principio no hizo manifestación de su voluntad (en sentido formal), resultaría contrario a la lege data o ley existente, ello sin importar las soluciones propuestas en los tribunales del CCI
          Por su parte, Perú ha sido el primer país en positivizar una disposición normativa específica en su estatuto arbitral, que da cuenta de la vinculación de los no signatarios al arbitramento. El Decreto Legislativo N°1071, artículo 14, estipula lo siguiente: 
Artículo 14.- Extensión del convenio arbitral. El convenio arbitral se extiende a aquellos cuyo consentimiento de someterse a arbitraje, según la buena fe, se determina por su participación y de manera determinante en la negociación, celebración, ejecución o terminación del contrato que comprende el convenio arbitral o al que el convenio esté relacionado. Se extiende también a quienes pretendan derivar derechos o beneficios del contrato, según sus términos. (DL. N°1071, 2008, art. 14)
          Frente al hecho de la extensión del convenio arbitral, el artículo incorpora los elementos de: consentimiento, que se entendería como aquel consentimiento implícito derivado de conductas afines al contrato; la buena fe, como el principio que irradia las relaciones jurídicas; la participación activa y determinante que se da en la celebración, ejecución o terminación del contrato, con lo cual se evidencia el consentimiento, y, por último, se indica la extensión para quienes sin tener partición activa pretendan derivar un beneficio del contrato que “comprende la situación del que quiere exigir parte de lo acordado, sin asumir las cargas necesarias para ejercer el derecho invocado”. (Correa, 2011, p. 8) 
          Ahora bien, en Colombia el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional fija los aspectos procedimentales de la “intervención de otras partes y terceros” en la integración del contradictorio, en los siguientes términos: “La intervención en el proceso arbitral del llamado en garantía, del denunciado en el pleito, del interviniente excluyente y demás partes, se someterá a lo previsto en las normas que regulan la materia en el Código de Procedimiento Civil.” (Ley 1563, 2012, art. 37) como ya se había mencionado en el primer capítulo.
          El Código General del Proceso Ley 1564 (2012) que deroga el Código de Procedimiento Civil trae consigo todo un acápite referente a litisconsortes y aquellos que se consideran otras partes en el proceso, separándolo de los llamados terceros. En ese sentido, se entiende que en el proceso puede haber otras partes que, de acuerdo con el Código General del Proceso se constituyen en: litisconsortes facultativos, necesarios y cuasi necesarios, la figura del interviniente excluyente, el llamamiento en garantía y la sucesión procesal; mientras que los terceros se reconocen en figuras como la coadyuvancia y el llamamiento en oficio. Todas estas figuras tienen total viabilidad en el tribunal de arbitramento, pues la norma especial arbitral prevé la necesidad de acudir a las normas generales y procesales de la ley en cita.
         Un ejemplo de llamamiento en garantía se ilustra en “Laudo de 14 de junio de 2017 del Tribunal de Arbitramento del Centro de Arbitraje y Conciliación de Cámara de Comercio de Bogotá”. Mediante contrato civil de obra celebrado en agosto de 2011 entre Gradeco Construcciones dueños de un proyecto inmobiliario, e Inalarco Ltda. que en aras del contrato se encargaría de llevar a cabo la cimentación y estructura de un edificio, adicional a lo convenido, Inalarco adquiere una póliza con Compañía Aseguradora de Fianzas Confianza S.A. a favor de Gradeco. 
          Gradeco ante el incumplimiento de lo contractual acude al Tribunal de Arbitraje, ante la existencia de la póliza y considerando el derecho legal a exigir la indemnización del perjuicio, Gradeco solicita dentro de la demanda presentada contra Inalarco, el llamamiento en garantía de Compañía Asegurado de Fianzas Confianza S.A. Consiguientemente, la compañía de seguros presenta su negativa a adherirse a la cláusula compromisoria considerando que estaba dentro de su facultad tomar la decisión de adherirse o no y en ese caso, el proceso debía continuar sin su comparecencia.  
          En un primer momento, el Tribunal acepta la negativa de la aseguradora, y en recurso de reposición presentado por Gradeco, se revoca la decisión. Es pertinente destacar que para el momento de la celebración del contrato no había entrado en vigor la Ley 1563 de 2012 que rige hoy pues esta se aplica únicamente para contratos suscritos después de su entrada en vigencia, y por el contrario la estipulación vigente para la época no establecía la vinculación del tercero garante derivada de la suscripción por éste de la garantía del contrato con cláusula compromisoria (Corte Constitucional, Sala Plena, C-170, 2014). 
El Tribunal decide vincular en llamamiento en garantía a la aseguradora, tal como lo dispone el parágrafo 1 del artículo 37 de la ley que rige en la actualidad, “Cuando se llame en garantía a una persona que ha garantizado el cumplimiento de las obligaciones derivadas de un contrato que contiene pacto arbitral, aquella quedará vinculada a los efectos de este.” (Ley 1563, 2012, art. 37)
          Se ha tratado de legitimar el uso de instituciones procesales al arbitraje, pero los criterios jurídicos para determinar la atracción de no signatarios al pacto arbitral en Colombia tienen su interpretación comercial y jurídica en el iter contractual, el cual puede atraer a una parte no signataria para que responda ante los tribunales arbitrales con el fin de llegar a resolver las controversias derivadas de las relaciones contractuales entre comerciantes.
          El proyecto de ley 006 de 2019 radicado por el Ministerio de Justicia y el presidente de la República, “mediante el cual se modifica el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional” en el que pretende cambiar:
el parágrafo del artículo 3º para hacer referencia, por una parte, a que la afirmación de que existe pacto arbitral se puede hacer en la demanda, y de otro lado, que el efecto de no formular ninguna oposición en esta materia es sustancial, pues se entiende que existe un pacto arbitral válidamente celebrado. (Congreso de la República, 2019, p. 32)
Conviene enfatizar que el texto favorece la presunción de la existencia del pacto arbitral cuando la otra parte no la niegue expresamente ante los jueces o el tribunal de arbitraje, eliminando la referencia al llamamiento en garantía, de manera que se abre paso a la posibilidad demandar directamente con el solo hecho de que una persona haya garantizado el cumplimiento de las obligaciones derivadas de un contrato que contiene un pacto arbitral quedando vinculada a los efectos de este. En todo caso, se continúa con la remisión prevista para la intervención de otras partes y terceros que se hacía al Código Procedimiento Civil, esta vez actualizando su remisión a la ley vigente o Código General del Proceso. 
          Entre otros aspectos, se estipulan reglas para la celebración de cláusulas compromisorias entre socios o accionistas, pues ante la incertidumbre de saber si el pacto arbitral incluido en los estatutos sociales vincula también a quienes ingresen con posterioridad a la sociedad y si el pacto arbitral puede reformarse como una disposición estatutaria o si es un negocio totalmente separado que puede modificarse por quienes lo adoptaron, se hace necesario una reforma que tenga en cuenta el artículo 110 del Código de Comercio que habilita la posibilidad de estipular dentro de los estatutos sociales una cláusula compromisoria, y dado que quien ingresa a la sociedad debe conocer los estatutos sociales, si los mismos contienen un pacto arbitral vincula a quienes ingresan posteriormente a la sociedad. 
[bookmark: _2xcytpi]Aunque jurídicamente el pacto arbitral es autónomo frente al contrato en el cual formalmente se incorpora, ello no significa que sea totalmente independiente y es por ello por lo que la Ley 1563 de 2012 establece que la cesión de un contrato implica el pacto arbitral.  (Proyecto de ley del Ministerio de Justicia, 2019)
         Lo anterior, debido a que la fuerza obligatoria del negocio jurídico inicialmente celebrado reclama que, en todo caso, no se puede privar al contrato de una de sus estipulaciones. Indistintamente, en la legislación colombiana, para que se entienda incluida la cláusula en un contrato cuando ella esté consagrada en un documento que contiene unas condiciones generales, basta que en el contrato se haga referencia al documento señalando que hace parte de este.
          Ahora bien, la participación activa del no signatario plantea, de un lado, la posibilidad de que la aceptación tácita se da con el conocimiento de este de la existencia del pacto arbitral, esto es, aún sin ser parte directa del contrato tiene certeza del objeto del contrato y todas sus cláusulas, de tal suerte que el conocimiento previo habilita la aceptación tácita o vinculación automática; de otro lado, en la medida que no sea posible tener certeza del conocimiento previo del pacto arbitral, la participación activa de aquel deberá analizarse a la luz de teorías como la del grupo de compañías, que permiten determinar el alcance que tuvo su participación en el inicio, ejecución o terminación del contrato.
[bookmark: _1ci93xb]          Por último, se considera importante que al no signatario pueda atribuírsele causalidad sobre los efectos que se objetivaban en función al contrato. 










Conclusiones
Para iniciar es posible señalar que, en Colombia, el tema de la extensión del pacto arbitral está regulado por diferentes postulados a los desarrollados mediante la doctrina trabajada en esta investigación. Ya que en el caso de adherir a determinado sujeto a una relación arbitral que no ha firmado pacto alguno, la normatividad colombiana se manifiesta de una forma muy superficial, al dejar que las partes y el “tercero” tengan la opción de adherirse o no al pacto.
Dentro del desarrollo de la línea referencial de la investigación, se pudo observar que el tratamiento internacional es desarrollado de una forma más eficiente, teniendo en cuenta ciertos criterios de interpretación los cuales son muy diferentes a los trabajados en el país. Asimismo, la solución de los conflictos nacidos bajo el eje trabajado a lo largo de esta investigación, contienen una semántica diferente. Pues como se pudo advertir dentro del primer capítulo, en Colombia el término no signatario no tiene relevancia alguna. 
Ahora después de haber delimitado los conceptos que están inmersos dentro de la figura del arbitraje internacional y su extensión a no signatarios, se pudo observar que el tratamiento para la inclusión de estos al convenio gira alrededor de diferentes posturas doctrinales, las cuales contienen una flexibilización del derecho.
En razón a la relatividad de los contratos, se identificaron plenamente los actos que constituyen dicha teoría y de la misma forma, con el estudio de los conceptos del consentimiento tácito y la figura de la teoría del grupo de compañías, se pudo analizar cómo sin llegar a fracturar los principios generales del derecho la extensión del pacto arbitral a no signatarios es una realidad. 
Se debe señalar que los criterios jurídicos que deben ser tenidos en cuenta para la extensión del pacto arbitral a no signatarios deben orbitar con relación a los principios de la buena fe contractual, como también la de los actos propios. Dicho de otro modo, que todo aquel individuo que tuvo una relación cercana con el contrato subyacente tiene un consentimiento implícito al estar íntimamente relacionado con el iter contractual del mismo, de esta forma, su absorción al pacto está ligada a la realidad económica de sus acciones y su participación.   
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